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RESUMEN

En este trabajo,  se analiza, a través del estudio de diversas opciones teoréticas y situaciones prácticas,  si resultaría o no necesario crear nuevas estructuras institucionales para responder a la delincuencia como amenaza a la seguridad nacional, y en tal caso, cual sería la herramienta jurídica adecuada, esto es; reforma legislativa o reglamentaria (en una perspectiva genérica de acuerdo a las estructuras jurídicas regionales).   La existencia de “zonas grises” entre los ámbitos de competencias institucionales, debida tanto al surgimiento de nuevas amenazas como a la falta de normativa adecuada, constituye un objeto de análisis y propuesta que trasciende la simple enumeración o relevamiento de las situaciones concretas. El enfoque adecuado, según lo entiende el autor, radica en la conformación de nuevos marcos jurídicos que posibiliten la acción ejecutiva del Estado en respuesta al creciente ascenso de la criminalidad en el sentido que se le atribuye en este trabajo.

INTRODUCCIÓN

       A modo de introducción cabe señalar que la intención del autor no es otra que propiciar el intercambio de ideas en torno a aspectos de la realidad que mas o menos veladamente se encuentran  subyaciendo o sobrevolando en la opinión de algunos decisores políticos y operadores jurídicos. Asimismo, el ejercicio teórico que se viene a realizar está referido a una realidad muy concreta: el aquí y ahora de la República Oriental del Uruguay, mas creemos que no obstante lo acotado de la situación analizada, sus resultados y conclusiones podrán ser extrapoladas a otras tiempos y lugares.

Desde ya se es consciente de la polémica que genera  la consideración de estos tópicos, aunque estamos convencidos que propiciar el intercambio, la encendida discusión es el resultado que debe ser buscado como forma de contribuir al  alumbramiento de la verdad.

I-VICTIMAS Y VICTIMARIOS

a-La apreciación criminológica clásica de los perfiles delictivos
      Los estudios tradicionales de la ciencia criminológica apuntan a determinar el perfil del crimen , del criminal y el control del delito, considerando los factores que lo originan y las conductas antisociales que lo circundan, para evaluar su penalización o despenalización.

 En ese sentido, han existido y existen diversas escuelas cuya influencia se hace patente en la perspectiva doctrinaria, jurisprudencial, y en muchos caso, legislativa. De esta forma, cabe meramente mencionar algunos ejemplos significativos que representan uno y otro extremo de las perspectivas, tales  como la escuela positivista (Lombroso), la cual toma como punto de partida la idea de que el delincuente es un degenerado moral, y que esa degeneración  nace de la degeneración física (supervivencia del hombre primitivo mediante una involución), o bien la criminología norteamericana, subdividida en varias tendencias (teoría de la estructura social defectuosa –anomia de Merton-, teoría de la socialización deficiente (subculturas criminales) y la del Etiquetamiento, etc.  

   En efecto, aunque ambas escuelas representan la perspectiva criminológica de diferentes sociedades, regiones, y épocas, así como el conjunto mayoritario de las escuelas antiguas, tradicionales y modernas que constituyen la  rica gama de variedades ubicable entre los extremos, tiene en común el factor de que todas ellas parten de la figura concreta del delincuente como el agente en el cual coexisten una serie de elementos, intrínsecos y/o extrínsecos, que provocan la exteriorización de la conducta delictiva.  

b-El Estado como agente de control social

         Toda sociedad se organiza como una estructura de poder, en la cual tanto el sector dominado como el dominante son controlados socialmente, generándose grados de centralización y de marginación. 

     El control social se ejerce a través de la familia, la educación, la religión, los partidos políticos, los medios de comunicación, el orden jurídico etc.

        El Derecho puede definirse como el conjunto de normas de aplicación formalizadamente obligatoria para un cierto universo de actores sociales. Estas normas son jurídicas y generalmente sociales.

     Una norma social es un enunciado que predica determinado contenido en el desarrollo de la conducta de cada actor en relación a los otros, tratándose de una norma consensual (aceptada por acuerdo entre los miembros de esa sociedad).

    Existen entonces normas sociales que no son jurídicas; ésas son sólo consensuales; las normas jurídicas, en cambio, cuentan además con una legitimación formal: son normas sociales que la sociedad entiende deben alcanzar a todos obligatoriamente, institucionalizándolas por ello.

  Podemos concluir entonces, que en general, las normas jurídicas son normas sociales, pero adquieren cierta autonomía que les permite funcionar aún sin la consensualidad requerida en las normas sociales comunes. Esto se conoce como la inercia de la norma jurídica, y se relaciona con la legitimidad de ésta, de la cual carecen las normas sociales comunes.  

c-La legitimidad del Derecho Penal como mecanismo de control social

         Definimos como legitimidad la racionalización que hace que los actores le otorguen obligatoriedad al Derecho. 

   Así, para Weber, la legitimidad es la creencia que garantiza la validez o permanencia de un orden jurídico aunque cambien sus instituciones, definiendo al Derecho como el “orden que está garantizado externamente por la probabilidad de la coacción física o por un cuadro de individuos instituidos en la misión de obligar a la observancia de ese orden o de castigar su transgresión”. 

     Durkheim, en su teoría estructural-funcionalista, analiza el orden jurídico, como un hecho social cuya  función es posibilitar a los grupos sociales organizar, mediante la cohesión social, la solidaridad de la sociedad, ya se trate de una solidaridad mecánica (represiva, basada en el Derecho Penal, propia de las sociedades primitivas) u orgánica (usual en las sociedades avanzadas, vinculada con pos fines restitutivos del Derecho Civil y Comercial). 

          Clásicamente se considera  que la meta del Derecho Penal es la seguridad jurídica, teniendo la pena un papel de prevención general. Se orienta en consecuencia a los que no han delinquido.

La  seguridad jurídica, por su parte,  tiene un aspecto objetivo (tutela de bienes jurídicos) y uno subjetivo (sentimiento de seguridad jurídica). Tanto cuando se lesiona el aspecto objetivo (afectación del bien jurídico) como la lesión al sentido subjetivo (alarma social) configuran lesión a la seguridad jurídica.

      Toda pena implica necesariamente afectar bienes jurídicos del autor del delito, ya se trate de su libertad o de su patrimonio. Por ello es correcto concluir que aunque todo Derecho propende a la seguridad jurídica, sólo el Derecho Penal lo hace por medio de la coerción penal.

 A diferencia de las demás sanciones jurídicas ( reparación civil, multa administrativa, nulidad procesal, etc.), la coerción penal es específicamente preventiva o particularmente reparadora.

     El Estado moderno y su consiguiente producción normativa en el área penal, han adherido a la noción del agente delictivo individual promovida por la doctrina criminalística;  en definitiva, más allá de que las figuras penales contemplen los casos de concierto para la acción delictiva, la función represiva se orienta en base al principio de la personalidad de la pena.

             Sin embargo, en este trabajo se propone asumir que gran parte de la actividad delictiva común  u ordinaria representa una de las eventuales manifestaciones comunitarias de sectores marginalizados, la cual  se exterioriza por medio de la  acción criminal de un sujeto o agente, pero que en esencia le es previa y ajena.  

    En otros términos; no correspondería referir a la existencia de elementos que hacen al criminal, sino que la criminalidad como tal surge  de la interrelación compleja de elementos comunitarios propios de los sectores de la  población marginada de la sociedad civil.

           La mayoría de los delincuentes comunes son marginales y esa marginalidad es la que de alguna manera causa el delito, que se va reproduciendo , retroalimentando un sistema donde el actuar de acuerdo a la legalidad es la excepción, y donde las reglas de conductas son la propias de esa subcultura particular, generando así una socialización deficiente en términos normativos.

       El Estado ha intentado dar respuesta a este problema, con acciones que son básicamente de dos tipos: represivas y educativas.

      Si vemos las estadísticas nos daremos cuenta que de poco han servido unas y otras. 

         A nivel de la actividad represiva,  en el corto plazo ni la creación de nuevas figuras penales ni  el aumento de las penas de las ya existentes ha impactado favorablemente en las cantidad de delitos ni tampoco en la naturaleza de los delitos, y aún en algunos casos ha provocado efectos adversos como se constata en los ejemplos gráficos expuestos a continuación.

En los mismos se aprecia el impacto que representó la ley 17.243, o “Ley de Urgencia” por la que se aumentaron las penas por el delito de rapiña y al mismo tiempo se agregaron como agravantes del delito de hurto, comportamientos y circunstancias que anteriormente conformaban la conducta típica simple.

La norma, que fue sancionada bajo el supuesto de que aumentando las penas y creando agravantes disminuiría la cantidad de conductas delictivas, no sólo no surtió el efecto deseado, sino que por el contrario la tendencia delictiva continúa incrementándose. Pero, además, la ley aparejó un efecto no previsto, ya que el aumento de las penas implicó menor cantidad de hipótesis de excarcelabilidad, provocando una superpoblación de los establecimientos penales, normalmente colmados.
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Fuente: Ministerio Público y Fiscal

               Dado que contemporáneamente, la doctrina penalista se ha inclinado a propiciar el principio de mínima intervención, punto de partida de todo derecho penal liberal, haciendo real énfasis en el respeto a los derechos humanos, la función educativa se ha convertido en la panacea para el control del delito. Se supone de tal forma que una sanción solo puede ser impuesta si se ha comprobado que no hay otros medios para controlar las violaciones a la norma protectora de bienes jurídicos importantes para la comunidad. Las medidas educativas se convierten así en un medio de control social ineludible, en tanto actúan en la profilaxis del delito; se confía así en que a través de la educación formal y no formal será posible trasmitir actitudes y valores que en el largo plazo harán variar positivamente los aspectos más negativos del presente. A estos programas el Estado uruguayo ha destinado y destina ingentes cantidades de dinero, y en ellos es de principalísima importancia la actuación de la sociedad civil, que organizada en múltiples entidades no gubernamentales trabaja con esa población objetivo.

   Al respecto, cabe mencionar una exposición realizada por especialistas del Instituto Nacional de Criminología, con motivo de las V Jornadas Uruguayas de Criminología, en el año 1995, titulada, sugestivamente “Rehabilitación carcelaria: ¿dilema o utopía?”.

 En la misma se censura incluso el mismo concepto de rehabilitación, en tanto supone que todo delincuente ha tenido una habilitación previa, lo cual no se compadece con la realidad en el caso peculiar de la personalidad delictiva, es decir, de quien pertenece a una subcultura criminal. Se propone pues una habilitación del delincuente mediante el perfeccionamiento de los mecanismos ya existentes y la realización de convenios con organizaciones no gubernamentales a efectos de  alfabetizar y proporcionar trabajo al condenado; también se  considera importante  el tratamiento separado de los delincuentes primarios, para evitar su inserción en la comunidad delictiva .

c-El Estado como víctima: los nuevos desafíos del Derecho Penal

          Cuando se hace referencia a un delincuente se alude necesariamente a una víctima, que habitualmente es, paradójicamente, la parte más desamparada por el orden jurídico . Ahora bien: ¿que pasa con la sociedad? ¿Podría afirmarse que es también una víctima ? Si lo fuera: ¿Es la sociedad no delincuente víctima de un grupo marginal?

¿Puede razonablemente concluirse que la sociedad está siendo amenazada por un grupo marginal? ¿ Estaría también en juego la existencia misma del Estado ?

Estas inquietantes preguntas son a las que hay que intentar dar respuesta.

       Desde el punto de vista de la cotidianeidad, la sociedad , tal como se ha expresado anteriormente, percibe un alto índice de inseguridad .

        Por otra parte, es razonable pensar que el circuito marginalidad-delito-marginalidad va a reproducirse, aumentando consiguientemente su potencial de disolvente de la sociedad.

Si hoy se puede constatar la existencia de una cultura de la marginalidad que vive separada de la acción del Estado, y en tanto ese proceso continuara, podría llegar a pensarse que en determinado momento va a tener que optarse por la supervivencia o no del Estado tal como hoy lo conocemos.

  Si gran parte de la comunidad que está asentada en el territorio desarrolla su accionar alejada del poder etático: ¿tendremos Estado-nación o se estará yendo a formas de convivencia  propias de épocas pasadas? 

II-LA REALIDAD DELICTIVA EN EL URUGUAY CONTEMPORANEO

a-Las nuevas variables

         En 1985, tras doce años de gobierno cívico militar, recobraron plena vigencia  en Uruguay las instituciones de gobierno democrático. El proceso de transición, de salida del periodo militar ,fue acompañado alborozadamente por  la población que en mayor  o menor medida ansiaba que recobraran plena vigencia las libertades vulneradas a lo largo de tantos años.

         Al mismo tiempo se comenzó a percibir una creciente sensación de inseguridad en función del aumento de los delitos, fundamentalmente contra la propiedad. El panorama ,de por sí preocupante, paulatinamente se  fue agravando por la circunstancia de que esos delitos contra la propiedad se acompañaban de un ingrediente hasta ese momento inusual: la  violencia en las personas .

           Analizando las estadísticas disponibles, es posible constatar lo que venimos de afirmar, aunque es bueno dejar sentado la dificultad en contar con series históricas que posibiliten una más precisa aproximación al tema. Además, es de tener en cuenta que existe un gran numero de delitos que no son denunciados, por lo que las cifras que se pueden exhibir deben ser incrementadas, sin perjuicio de las dificultades que representan la elaboración de estadísticas sobre criminalidad, donde la incidencia de factores diversos puede alterar la cantidad de delitos registrados (mayor o menor confianza en las instituciones, existencia o no de seguros contra robos, entornos “amigables” para la denuncia de delitos sexuales, etcétera).

	EVOLUCION DE ALGUNOS DELITOS 
	
	
	
	

	(Promedios anuales: Uruguay 1980-2001)
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	

	
	1980-1984
	1985-1989
	1990-1994
	1999
	2000
	2001

	Rapiñas
	
	
	
	
	
	

	Montevideo
	1.017
	1.698
	2.474
	4.612
	5.973
	5.406

	Interior
	94
	195
	291
	643
	893
	741

	Total del país
	1.101
	1.893
	2.765
	5.255
	6.866
	6.147

	
	
	
	
	
	
	

	Hurtos
	
	
	
	
	
	

	Montevideo
	12.802
	27120
	26170
	31.609
	28.652
	32.707

	Interior
	12.947
	19.836
	24.342
	22.042
	30.366
	36.126

	Total del país
	25.809
	46.956
	50.512
	53.651
	59.018
	68.833

	
	
	
	
	
	
	

	Homicidios
	
	
	
	
	
	

	Montevideo
	52
	67
	91
	106
	104
	109

	Interior
	87
	90
	111
	110
	110
	109

	Total del país
	139
	157
	202
	216
	214
	218


Elaboración propia con fuentes: Kaztman, Ruben; Ministerio del Interior; Instituto Nacional de Estadística . 

       Objetivamente entonces podemos constatar que Uruguay ha experimentado un aumento exponencial de la cantidad de delitos. No obstante, lo mas grave no es esto, sino que ese incremento de las conductas delictivas lo ha sido en aquellos tipos penales que más violencia tienen implícita: el homicidio y la rapiña.

       Al mismo tiempo, el fenómeno crónico de la drogadicción cobra enorme fuerza, tal que la convivencia con la misma resulta moneda corriente en todos los estratos sociales, mas allá del tipo de droga consumida. Actualmente, la droga como causa y consecuencia del delito es un hecho insoslayable en la cotidianeidad uruguaya, y explica en buena medida el aumento antes señalado en el nivel de violencia de los delitos cometidos. 

La juventud progresiva de los infractores es el otro hecho que debe llamar la atención. Del 100 % de las personas recluidas, el 80% son menores de 26 años.

       Asimismo reviste gravedad el alto índice de reincidencia, que, acorde a un relevamiento realizado por el  Instituto Nacional de Criminología en febrero del presente año,  supera el 50 % de la población carcelaria: de un total de 3569 privados de libertad ( comprendiendo tanto los penados como los procesados con prisión)  , 1930 son reincidentes.

Fuente:  Informe realizado por el Centro de Observación, Tratamiento y Diagnóstico del Instituto Nacional de Criminología , 18 de febrero de 2003.

      La cuestión de la reincidencia  permite detectar  una disposición adquirida para el delito, propio de la pertenencia a un ámbito formativo y familiar diverso, y generalmente opuesto a los  parámetros tradicionales de formación ciudadana

  Dada la  importancia de esta socialización paralela, corresponde su análisis separado de los factores analizados hasta ahora, en tanto se trata de una variable determinante para  el delito.

b-Una normativización paralela: la marginalidad como riesgo institucional
  Afirma  Merton    que toda estructura social supone una serie de fines o intereses culturalmente definidos y propuestos como legítimos y determinados medios para lograrlos, aceptados consuetudinariamente  como válidos y reconocidos por el orden jurídico. Ello genera  comúnmente una conducta conforme a tales pautas, y, ocasionalmente, acciones reñidas con los medios preestablecidos  pero orientadas al logro de  fines compartidos como deseables por la comunidad ( sería la situación del delincuente tradicional).  

 El apartamiento puntual de la legalidad  mediante la comisión de un delito es administrado por el sistema penal  como un caso aislado que no incide en el cuerpo social  a largo plazo; sin embargo, cuando existe una disociación colectiva entre las aspiraciones culturalmente prescriptas  y las vías socialmente estructuradas para lograrlas, nacen subculturas criminales de alta peligrosidad para la sociedad en su conjunto, en tanto cuestionan  las pautas normativas de la misma.

   Dentro de  esta conducta desviada colectiva, se sitúa  la marginalidad, en que un segmento de la población se percibe a sí mismo como distinto del resto, y elabora sus propias normas de convivencia  y socialización , orientándolas al interior del grupo, y generando una segmentación social.  

         En el caso uruguayo, la marginalidad como objeto de preocupación es un fenómeno relativamente nuevo, vinculado a  un contexto donde el factor económico es de importancia principal, pero no determinante. Cabe acotar como puntualización previa a los conceptos subsiguientes que no se pretende de manera alguna abordar el fenómeno de la marginalidad desde la perspectiva metodológica de las ciencias sociales, y por cierto que tampoco desde un enfoque socio-económico. Simplemente, las apreciaciones que se formularán al respecto sitúan al autor en la posición del observador  que contempla la realidad desde un ángulo interesado.

Uruguay como muchos otros países latinoamericanos experimentó fundamentalmente en la década de los cincuenta un importante flujo migratorio desde el campo a la ciudad, atraído por la expectativa de mejores empleos. En muchos casos, esa mano de obra no pudo ingresar al circuito laboral y pasó a conformar asentamientos que en Uruguay se conocieron, como “cantegriles”, en irónica alusión al “Cantegrill Country Club” de Punta del Este, reducto de las tradicionales clases altas rioplatenses. Mas esos grupos humanos que conformaron ese sector de menores ingresos, cuando no de franca pobreza, no significaron en modo alguno en su accionar una amenaza para la sociedad en su conjunto.

        Diferente es la situación cuando nos detenemos a considerar la situación en los años noventa.  Kaztman dice que “En primer lugar, se define mas con respecto a mercado de trabajo y a la estructura ocupacional que en relación a la localización geográfica de la vivienda, aún cuando se reconoce que los asentamientos precarios periféricos continúan representando su núcleo duro. Segundo, la población de esos asentamientos es mayoritariamente de origen urbano, es decir, que la memoria de un pasado rural pobre ya no constituye el marco para evaluar la situación presente. () En tercer lugar puede señalarse  que (...) caducan rápidamente los canales tradicionales de [movilidad] y se abren con lentitud las avenidas alternativas.

       Los integrantes del estrato social más bajo cuando revisten rasgos de marginalidad se distinguen de quienes, perteneciendo al mismo sector social,  no se ubican en dicha situación extrema, por su menor capacidad para hacer uso de la estructura de oportunidades existente.(1) Su estilo de vida revela la ausencia de un proyecto de incorporación a la sociedad global, y , más aún ,un franco rechazo a las normas sociales comunitarias, y su sustitución por códigos de conducta paralelos .(2)
          Así entonces, pobreza y marginalidad no pueden ser tomados como sinónimos, porque, si bien  el fenómeno de la  marginalidad mayoritariamente se presenta en los sectores de inferiores ingresos, ésta va a tener un elemento netamente diferenciador, tal es la desvinculación más o menos acentuada, más o menos consciente y evidente, con el sistema de valores aceptados por el resto de la sociedad.

   Ilustrativo de esta afirmación es que en el período 1989 a 1994 la pobreza urbana en Uruguay desciende del 22,3% al 12,8% , lo cual se ve reflejado en el número de hurtos, que desciende de 49.045 a 47.967, mientras que por el contrario las rapiñas (hurto con violencia) se incrementan de 1968 a 3189 y los homicidios ascienden de 198 a 222.

     Analizando los aspectos diferenciales del fenómeno, nos encontraremos con uniones libres, familias desintegradas, que complican los procesos de socialización, temprana iniciación sexual y embarazo adolescente, promiscuidad, drogodependencia, etcétera, todo lo que  conforma, de alguna manera, el panorama de la marginalidad. 

          Estos grupos marginales son en definitiva los sujetos de conductas delictivas que han generado una creciente sensación de inseguridad de la sociedad. El problema, ya no es exclusivamente urbano, y tal es así que la seguridad rural, cuyas normas básicas se remontan mas de un siglo atrás, se han tornado ineficaces ante los creciente niveles de violencia que sufre la población del campo uruguayo: robo de ganado, faenas clandestinas, copamientos, etcétera.

             Se  van destruyendo por ende las interrelaciones sociales, dando paso a la exclusión social, a la fragmentación de la sociedad. La integración de la sociedad uruguaya que fuera otrora su orgullo progresivamente va desapareciendo. Los barrios de las urbes ya no son  policlasistas como otrora, sino que la población tiende a guettizarse, produciéndose una creciente atomización de zonas “más seguras” y zonas “menos seguras”, donde la vigilancia privada, las rejas y los seguros contra robo están a la orden del día.

III-UNA NUEVA POLÍTICA CRIMINAL

       Tradicionalmente, la política criminal representa un medio para la apreciación crítica del derecho penal vigente, y también un punto de partida para desarrollar el programa de una  legislación futura. Es una perspectiva política necesaria en la consideración de los problemas no ya penales, sino de legislación social.

 Sus funciones son dos: crítica de la ley vigente a la luz de los fines del derecho, de la pena y de la observación de los resultados y, en segundo lugar, proponer pautas para una reforma del derecho penal vigente.

 Ahora bien, de hecho, las políticas criminales se han redefinido desde la legislatura,  en un contexto de alteración y desvinculación de los intereses tanto individuales como colectivos de la ciudadanía en general, en tanto ésta reclama en forma prioritaria lo que de aquella no obtiene:  su propia seguridad; inmediata y tangible, a los efectos de que le sea garantizado  el desarrollo pleno de sus derechos y libertades.  La comprometida situación económica y social regional, la desvinculación del sistema político de las necesidades inmediatas del ciudadano común y la definición de lineamientos legislativos a largo o mediano plazo, han producido como resultado que cualquier reforma jurídica en el sistema penal, en cualquiera de los aspectos mencionados, responda a concepciones inaplicables o al menos ineficientes. 

  De hecho, la innovaciones tendientes a proveer seguridad interior han transitado por carriles inconducentes, obteniendo como único resultado el descreimiento de la sociedad y el aumento de la sensación de inseguridad. 

       Ante tal panorama, y asumiendo que una modificación en las políticas administrativa, legislativas y jurisdiccionales escapan a  un horizonte temporal vislumbrable, y a la luz de la alarmante evolución de la naturaleza del delito común, es de suponer que la solución se encontrará en una respuesta efectiva del Estado a través de la instauración de nuevos modelos disuasivos y eventualmente represivos, cuyas características  deberán ser la inmediatez en sus acciones, ejecutividad en la toma  de decisiones, profesionalidad en su desempeño y la  flexibilidad en su ámbito jurídico rector. 

       De tal forma, el sistema penal podrá, mientras tanto, ser redefinido desde la reflexión meditada y en atención a objetivos claros,  ajeno a necesidades, urgencias o presiones inmediatas. La prevención práctica de la comisión de las conductas delictivas resultaría entonces una cuestión alejada del sistema penal tradicional (necesario en el Estado de Derecho) y asegurará que la solidez y seguridad jurídica emergente del mismo resulte invulnerable a variantes coyunturales. 

   En definitiva, el orden jurídico en el contexto social, el sistema penal y el derecho penal, con los alcances y contenidos antes referidos,  requieren ser salvaguardados de toda acción política basada  en elementos propios de un escenario de crisis. Todos ellos representan, tal cual se describió, pilares fundamentales de la cohesión social, de la convivencia pacífica y por tanto, de la vigencia de las instituciones en el sistema democrático, y por tanto su mutabilidad no debe ser motivada en manifestaciones patológicas propias de la particularísima situación regional. De otro modo, el sistema  jurídico íntegro perdería legitimidad y vigencia.  

IV- LA ACCION EJECUTIVA
  Esbozadas entonces las características que asume la criminalidad, y teniendo en cuenta las objeciones referidas a la acciones de orden legislativo propuestas y a las políticas de modificación del sistema penal con el alcance atribuido al mismo, entendemos que resulta imprescindible adjudicar a la cuestión del creciente déficit de seguridad interior  el carácter de amenaza cierta y tangible a la propia seguridad nacional, aspecto que excede los alcances propuestos para este trabajo. No obstante, aunque los rasgos característicos de la delincuencia contemporánea resultan suficientes de por sí para amenazar el orden institucional (en tanto fragmentación social), existen aún peligros subyacentes, tales como el probable aprovechamiento de estas circunstancias por parte del crimen organizado en sus manifestaciones más difíciles de combatir, tales como el narcotráfico, las maffias del contrabando, el narcoterrorismo, etcétera.

  Ahora bien, entendiendo que la respuesta del Estado debe ser de todos modos provista, partimos del presupuesto que la misma, tal como se anticipó, debe ser  inmediata, eficiente y eficaz.  En tal sentido, se deben conjugar cinco premisas básicas que surgen de los pasajes anteriores del presente  trabajo : 

a- La naturaleza de las manifestaciones criminales que amenazan la seguridad de los ciudadanos presentan características que implican o podrían implicar escenarios delictivos que superaren la capacidad de la represión policial.

b- La presencia de efectivos policiales en actividades de patrullaje no reviste ya el carácter disuasivo tradicional, y menos aún el sistema punitivo carcelario. 

c- El sistema penal en sí no resulta idóneo en el contexto descripto, pero al mismo tiempo,  su modificación en términos de urgencia no resulta conveniente ni aporta los resultados deseados.

d- La situación deficitaria de los Estados de la región no admite la creación de nuevas unidades ni la mejora sustancial de su equipamiento.

e- Las Fuerzas Armadas constan de los recursos humanos y materiales necesarios para el combate de amenazas como las descriptas. 

En este punto, parecería deducirse claramente que la seguridad de la sociedad civil, a cargo del Estado, en el particular contexto histórico en transcurso, debe ser provista en una acción coordinada y complementaria de la Policía y las Fuerzas Armadas. No obstante, la presencia y papel de las FFAA  en cuestiones interiores se vincula fácilmente con pasados episodios de las dictaduras militares latinoamericanas  de la década de los 70 y 80, cuyo recuerdo y consecuencias aún en día encienden públicos enfrentamientos políticos y fragmentaciones en la cohesión social.  

 Asimismo, la denominada “Doctrina de la Seguridad Nacional” puesta en práctica por los procesos dictatoriales con la violenta supresión de los  derechos humanos básicos y de las garantías y derechos individuales de consagración constitucional,  y las complejas y dramáticas derivaciones del mismo, conllevan al supuesto de que cualquier intervención militar en el orden interno podría desencadenar fuertes oposiciones, especialmente desde la propia legislatura, la cual, obviamente, sería la única  competente para disponer la readecuación institucional y la redefinición de las asignaciones presupuestales necesarias a los efectos.

V- ALTERNATIVAS POSIBLES

a- un marco legal alternativo

El marco normativo que contempla la hipótesis de empleo de las Fuerzas Armadas no determinan marcos de actuación de las mismas, mas allá de casos extremadamente específicos (custodia de perímetro exterior de centros de reclusión), y en hipótesis excepcionales, tales podrían generar las denominadas “Medidas Prontas de Seguridad” 

Es fácilmente comprensible que dada la excepcionalidad de dichas disposiciones, no podrían ni correspondería ser aplicadas al contexto presente. 

Por lo tanto es indubitable que aceptada la hipótesis de la necesidad de asignar a las Fuerzas Armadas a competencias hasta ahora exclusivas del aparato policial, es imprescindible la creación de un marco normativo que disponga el régimen jurídico apropiado para habilitar a aquellas a las nuevas competencias,  estableciendo clara y detalladamente al mismo tiempo, los límites, garantías y alcances inherentes a la ejecución de acciones tendentes a proveer seguridad interior. 

Tal norma, debería necesariamente revestir la jerarquía legal, y dejar la mínima cantidad de aspectos posibles libradas a la interpretación o en su caso a la reglamentación.

Por otra parte, correspondería disponer en las normas presupuestarias quinquenales y en sus modificativas anuales, los recursos necesarios para proveer a las Fuerzas Armadas del aparato logístico necesario para ese nuevo rol, sin que ello implique una merma de los recursos adjudicados al cumplimiento de sus fines naturales.

b- consenso político y comunicación pública

Definido entonces la necesidad de establecer un marco jurídico adecuado para los nuevos roles de las Fuerzas Armadas, y definido también que el mismo debe necesariamente ser de jerarquía legal, es decir, una ley sancionada por el Parlamento, parece claro desde el punto de vista político, que dicha norma debe necesariamente contar con un amplio consenso político.

Una norma de este tipo, en un Estado donde aún se están laudando las secuelas que dejara el régimen autoritario que lo gobernara, como en el caso de Uruguay, durante 12 años,  implica no solamente el mayor consenso político posible, sino también el consentimiento de la opinión pública. Para tales efectos, y asumiendo que el sistema político responde a las  expresiones de la opinión pública en sus diversas manifestaciones y sentidos, resultaría de orden prioritario la instauración de políticas comunicacionales tendentes a demostrar que la función de las Fuerzas Armadas en el contexto referido respondería a los intereses individuales y colectivos de la ciudadanía; y no a la imposición de un orden de carácter despótico y totalitario. 

Necesariamente la región debe superar las secuelas del pasado y en un nuevo orden de relacionamiento entre las Fuerzas Armadas y la sociedad civil son uno en su conjunto, no constituyendo la primera mas que el aparato armado que en el orden de la defensa nacional no hace más que proteger los intereses de esta última.
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